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    María Teresa Ronderos


    En los últimos cinco años en América Latina ha habido por lo menos veinte protestas ciudadanas de gran envergadura. Esperanzadoras y creativas, pero también fuertes y rabiosas. Algunas duraron varios meses, como en Venezuela en 2017; en Chile, a fines de 2019 o en Colombia ese mismo año y de nuevo en 2021. Otras fueron explosiones de unos días, como en Bolivia, en noviembre de 2019, luego de las denuncias de fraude electoral y la forzada salida del poder de Evo Morales; en Ecuador, en octubre del mismo año, y en Guatemala a fines de 2021. Y en México, donde el feminicidio abunda, las mujeres han salido por millones a reivindicar sus derechos, cada 8 de marzo.


    Casi todos los que marchan son jóvenes, estudiantes, obreros, residentes de barrios populares, minorías rurales; siempre los más vulnerables. Así, Jonathan, de 20 años, salió a la calle a pedir más recursos para su universidad en El Alto, en Bolivia. Juan Pablo, de 20 años, en Chacao, Venezuela, y Kenneth, de 21 años, en Ciudad de Guatemala, reclamaban la salida de sus presidentes, mientras Hernán, de 31 años, en Chapare, Bolivia, por el contrario, salió a defender al suyo. Edvaldo, de 19 años, salió a una carretera de Pernambuco, Brasil, a exigir más seguridad. Francisco, de 26 años, y Édison, de 29 años, manifestaron en Quito su descontento por el alza de los combustibles. Rufo, de 16 años, con su familia y vecinos en Táchira, Venezuela, bloquearon una autopista porque los dejaron sin gas y estaban cocinando con leña. Y desde Cotopaxi, Ecuador, hasta Quito se fue Inocencio, un activista indígena de 50 años a «gritar en las calles por sus derechos».


    Cuando ríos revueltos de gente furiosa confluyen en la calle hay riesgos: que algunos quemen una estación de bus, que otros saqueen una tienda o hieran a un policía con una pedrada. Tampoco es raro que en estas masas se infiltren criminales y saboteadores para incendiar la marcha pacífica. Por eso, en todas partes del mundo, fuerzas policiales o de seguridad acompañan estas movilizaciones, para contener cualquier desmán, proteger los derechos de quienes protestan en la calle, así como a quienes solo pasan por ahí, y asegurar que no destruyan propiedades públicas o privadas. Y deben hacerlo sin exponer irresponsablemente a sus agentes.


    Esta es la teoría que justifica las compras estatales de equipos antimotines y de armas no letales (o menos letales), como un avance de las democracias modernas. Antiguamente (o aún hoy bajo regímenes tiránicos), gobernantes democráticos ordenan tirar a matar a los revoltosos, como sucedió en las revueltas de los trabajadores bananeros en Colombia, hace unos cien años, que tan magistralmente retrató Gabriel García Márquez; o como pasó en 2018, en Nicaragua, cuando el régimen de Daniel Ortega respondió las protestas a fuego y dejó, según las cuentas del diario Confidencial, al menos diecinueve jóvenes muertos, la mayoría a plomo. Salir con armas que disuadan, dispersen o contengan la protesta, a distancia de los uniformados, y que incluso puedan doblegar con eficacia, pero sin matar, a quien esté atacando un bien público o bloqueando una vía importante, es progreso para la humanidad.


    Con ese mismo razonamiento, fabricantes y proveedores privados han desarrollado extensos catálogos de marcas de gases picantes y humos químicos que hacen llorar, de tanquetas blindadas que lanzan chorros de agua a presión, de balas de goma y perdigones que asustan o golpean, de pistolas de descarga eléctrica que inmovilizan y debilitan y hasta de armas que aturden, encandilan y lanzan gases a la vez. La idea es que no maten ni hieran de gravedad. Por eso, las empresas líderes en este sector, como Combined Systems, se presentan como proveedores «del mercado de la seguridad, la defensa global y la aplicación de la ley».


    En el último lustro, millones de ciudadanos y ciudadanas, con la voz propia y la capacidad de organización inmediata que les dio la era digital, han salido a gritar en calles y carreteras sus angustias y descontento. Y en el continente más desigual y violento del planeta, las deshilachadas democracias latinoamericanas no consiguen (o no tienen la voluntad) de responder con soluciones a las demandas de la gente. La respuesta rápida de los Estados ha sido entonces sacar la fuerza pública para reprimir, un verbo que se define como contener, refrenar, agobiar con cerco. Para hacerlo con apariencia humanitaria y de respeto al derecho a la protesta, amparado por las constituciones democráticas, han aumentado las compras de armas no letales (o menos letales) y equipos antiprotestas. Claro que aún hay gobernantes en la región que, como lo han documentado periodistas y organizaciones civiles, en Venezuela, Nicaragua o Colombia, sea con fuerzas uniformadas o con parapoliciales de civil, también tiran a matar con armas de fuego, siendo las granadas lacrimógenas apenas cortinas de humo.


    En algunos casos, la represión ha sido contra personas que buscan asilo tras huir de la violencia en su hogar. W. D., un inmigrante haitiano de 24 años, se tuvo que ir de su país porque lo amenazaron de muerte. Al llegar a Estados Unidos se encontró con agentes fronterizos armados. Su mujer y sus hijos lograron entrar a Estados Unidos. Él ahora sueña con acompañarla. «Tengo casi un año y medio sin ver a mi señora. Y quiero conocer a mi hijo», dijo a los colegas de Noticias Telemundo.


    Esta investigación, realizada por doce medios periodísticos de Chile, Brasil, Argentina, Bolivia, Ecuador, Venezuela, Colombia, Guatemala, México y Estados Unidos, junto con el Centro Latinoamericano de Investigación Periodística (CLIP) descubrió, sin embargo, que hay gran distancia entre la teoría y la práctica. Constatamos que, en efecto, a medida que han crecido las protestas ciudadanas en el continente, el negocio de la represión con estas armas no letales ha florecido y que, en manos de las diversas fuerzas policiales, han dejado una estela de dolor, miles de lesionados y decenas de heridos graves, traumas psicológicos y, también, muertes. Todo lo que se suponía que las armas no letales querían evitar.


    Este libro, transnacional y multidisciplinario, es producto de un asiduo trabajo colaborativo de investigación. Hicimos decenas de peticiones de información a múltiples gobiernos y empresas, analizamos horas de videos y fotografías de las protestas, conversamos con empresas proveedoras y expertos de la industria y la academia, con intermediarios y funcionarios en los ministerios que velan por la seguridad, rastreamos expedientes judiciales y, por supuesto, entrevistamos a muchísimas personas que cayeron heridas, víctimas de estas armas no letales, o a familiares, en nueve países, desde Brasil hasta Estados Unidos.


    Con esta jugosa evidencia podemos decir que, entre 2017 y 2022, armas no letales le causaron la muerte a por lo menos treinta y tres personas y ocasionaron heridas de gravedad, que les dejaron secuelas de por vida, a otras ciento setenta personas, la mayoría de estas víctimas cayeron en medio de manifestaciones ciudadanas y movilizaciones callejeras. Casos no denunciados, documentados o registrados en las bitácoras oficiales podrían elevar esa cifra.


     


    Tabla 1. Número global de víctimas de armas no letales (o menos letales) 2017-2022 (por país y tipo de lesión), en medio de protestas y por fuera de ellas


     


    
      
        

        

        

        
      

      
        
          	
            País

          

          	
            Lesión severa

          

          	
            Mortal

          

          	
            Total

          
        


        
          	
            México

          

          	
            0

          

          	
            1

          

          	
            1

          
        


        
          	
            Guatemala

          

          	
            2

          

          	
            0

          

          	
            2

          
        


        
          	
            Venezuela

          

          	
            2

          

          	
            7

          

          	
            9

          
        


        
          	
            Bolivia

          

          	
            4

          

          	
            1

          

          	
            5

          
        


        
          	
            Brasil

          

          	
            10

          

          	
            13

          

          	
            23

          
        


        
          	
            Ecuador

          

          	
            22

          

          	
            4

          

          	
            26

          
        


        
          	
            Colombia

          

          	
            31

          

          	
            6

          

          	
            37

          
        


        
          	
            Chile

          

          	
            99

          

          	
            1

          

          	
            100

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            170

          

          	
            33

          

          	
            203

          
        

      
    


     


    Fuente: CLIP, con base en recolección de datos de sus aliados. Editora de datos: Mago Torres.


     


    Como se aprecia en la tabla 1, de los casos que pudimos documentar, proyectiles o gases dejaron a ciento setenta personas sin un ojo, o con cicatrices desfigurantes o un impedimento físico severo. Otras treinta y tres personas no sobrevivieron a la acción de las armas no letales. Chile, donde las protestas de 2019 fueron más largas y cruentas, dejó la mayor cantidad de heridos. En Brasil pudimos verificar el mayor número de muertos con armas diseñadas para proteger a los ciudadanos. No todos cayeron en protestas, sino de manera individual en casos de excesos de la fuerza pública.


     


    Tabla 2. Número de víctimas por año y por país 2017-2021, solo en contexto de protestas.
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            2017

          

          	
            2018

          

          	
            2019

          

          	
            2020

          

          	
            2021

          

          	
            Total

          
        


        
          	
            Bolivia

          

          	
            -

          

          	
            1

          

          	
            4

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            5

          
        


        
          	
            Brasil

          

          	
            2

          

          	
            1

          

          	
            -

          

          	
            2

          

          	
            2

          

          	
            7

          
        


        
          	
            Chile

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            90

          

          	
            10

          

          	
            -

          

          	
            100

          
        


        
          	
            Colombia

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            1

          

          	
            -

          

          	
            36

          

          	
            37

          
        


        
          	
            Ecuador

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            26

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            26

          
        


        
          	
            Guatemala

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            2

          

          	
            2

          
        


        
          	
            México

          

          	
            -

          

          	
            1

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            1

          
        


        
          	
            Venezuela

          

          	
            8

          

          	
            -

          

          	
            1

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            9

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            10

          

          	
            3

          

          	
            122

          

          	
            12

          

          	
            40

          

          	
            187

          
        

      
    


     


    Fuente: CLIP, con base en recolección de datos de sus aliados. Editora de datos: Mago Torres.


     


    La tabla 2 revela el año más convulsionado de la región, 2019, cuando las protestas en Ecuador, Chile y Bolivia fueron reprimidas con violencia y las armas benignas de protección se usaron con saña. Luego, con el encierro como respuesta oficial a la pandemia del covid-19, las protestas mermaron, pero apenas. En 2021 Colombia estalló con un reclamo más airado por las penurias económicas a las que la cuarentena decretada había sometido a los ciudadanos más pobres. En esta y otras protestas, también metieron mano criminales, que cosecharon beneficios en las revueltas.


    En este libro se cuentan muchas de las historias de esos hombres y mujeres que salieron a reclamar mejor trato del Estado: Juan Pablo, en Venezuela, murió luego de que agentes policiales le dispararan bombas lacrimógenas a la cara; Inocencio, en Ecuador, cuya familia dice que lo mató una bomba similar que le quedó marcada en el rostro, aunque el gobierno sostiene que él se resbaló de un muro; Edvaldo en Brasil y Édison en Ecuador murieron por balas de goma y Jonathan, en Bolivia, por una canica de vidrio disparada con pistola traumática.


    Otros quedaron heridos para siempre, como el guatemalteco Kenneth, a quien un cartucho de gas lacrimógeno le destruyó su ojo izquierdo; Hernán, de Bolivia, también perdió un ojo cuando le dispararon balines en el rostro y a la hoy senadora chilena Fabiola Campillai una bomba de gas disparada a la cara la dejó ciega, sin gusto y sin olfato de por vida.


    Pocos de estos ataques se investigaron y en algunos la justicia tomó demasiado tiempo. El fotoperiodista brasileño Alex Silveira quedó ciego por el impacto de una bala de goma durante una huelga. La justicia tardó veinte años en fallar para otorgarle una indemnización.


     


    Tabla 3. Víctimas mortales y con lesión severa en protestas sociales, por tipo de munición (2017-2021).


    
      [image: ]
    


    Fuente: CLIP, con base en recolección de datos de sus aliados. Editora de datos: Mago Torres


     


    Las pistolas de munición de bajo calibre, balas de goma, cera u otros materiales blandos fueron el arma usada con más infamia por parte de la fuerza pública para contener las manifestaciones, según la muestra que documentó esta alianza. Si se las dispara a la cara de un individuo, o directo hacia una multitud, pueden causar muertes y lesiones severas. Los gases lacrimógenos resultan dañinos, pero no tanto por el gas mismo —aunque en lugares cerrados sí puede causar asfixia a personas mayores o niños—, sino porque al apuntar el lanzador de la granada de humo o el cartucho de gas directo al cuerpo o al rostro de alguien, el impacto puede ser letal.


    Crecen las ventas a los Estados


    Mientras que el dinero de los Gobiernos destinado a responder a las víctimas siempre escasea —muchos heridos no lograron acceder a los servicios médicos para que les sacaran los balines incrustados en sus rostros y menos todavía para obtener una prótesis que ocupara el espacio dejado por el ojo perdido, si bien algunos consiguieron ayuda después de tocar muchas puertas—, tanto como el ánimo para procesar a los culpables, la plata pública sí ha alcanzado con holgura para comprar las armas de la represión.


    Esta investigación pudo comprobar que ocho países de la región gastaron, en los últimos cinco años, por lo menos ciento doce millones de dólares en compras públicas de equipos antimotines y armas no letales. Esta cifra es con toda seguridad mayor porque en algunos países la información no es pública o solo lo es parcialmente. Los datos disponibles apenas nos abren una ventana al uso del dinero público con este fin.

     


  
    Tabla 4. Gasto público en armas no letales y equipo antimotines (cifras en dólares) (2017-2021).


    
      
        

        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            País

          

          	
            2017

          

          	
            2018

          

          	
            2019

          

          	
            2020

          

          	
            2021

          
        


        
          	
            Argentina

          

          	
            6 663 975

          

          	
            5 389 469

          

          	
            408 525

          

          	
            1 199 891

          

          	
            -

          
        


        
          	
            Bolivia

          

          	
            751 540

          

          	
            254 444

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            -

          
        


        
          	
            Brasil

          

          	
            -

          

          	
            5 471 605

          

          	
            6 482 492

          

          	
            6 746 604

          

          	
            11 424 119

          
        


        
          	
            Chile

          

          	
            1 175 800

          

          	
            360 813

          

          	
            9 732 708

          

          	
            6 067 216

          

          	
            1 605 405

          
        


        
          	
            Colombia

          

          	
            3 420 671

          

          	
            1 403 957

          

          	
            11 045 385

          

          	
            1 004 239

          

          	
            8 304 720

          
        


        
          	
            Ecuador

          

          	
            131 323

          

          	
            197 716

          

          	
            2 892 990

          

          	
            3 073 482

          

          	
            1 848 915

          
        


        
          	
            Guatemala

          

          	
            -

          

          	
            17 233

          

          	
            37 984

          

          	
            2 540 008

          

          	
            2 860 930

          
        


        
          	
            México

          

          	
            278 831

          

          	
            314 017

          

          	
            5 647 350

          

          	
            2 503 000

          

          	
            1 422 296

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            12 422 140

          

          	
            13 679 253

          

          	
            36 247 434

          

          	
            23 134 440

          

          	
            27 466 385

          
        

      
    


 

    Fuente: CLIP, con base en recolección de datos de sus aliados. Editora de datos: Mago Torres.

  


     

 
    El análisis que hizo el CLIP con la información aportada por los otros periodistas autores de este trabajo sobre las compras públicas en este sector revela que, en 2019, los gobiernos en su conjunto llegaron a triplicar las compras de equipos antidisturbios y armamentos menos letales. Esto es particularmente cierto para Chile y Colombia. El aumento en el gasto conjunto se mantuvo en los años posteriores, a pesar de que casi toda la región estaba bajo el encierro forzoso de la pandemia. Este gasto creciente también refleja el miedo de los gobernantes a no poder responder futuros reclamos sociales, como era esperable después de la pandemia. Además, como telón de fondo está el ánimo de lucro de fabricantes e intermediarios: su éxito depende de alimentar esos miedos de lo que se puede venir.


    Sin toda la información disponible (el sector es muy poco escrutable) el gasto público en 2021 creció incluso con relación a 2020, sobre todo en Brasil y Colombia, donde arreció el descontento social. Existen varios reportes privados que proyectan el crecimiento de esta industria, debido a la necesidad de contener grandes movilizaciones humanas, como protestas sociales, manifestaciones políticas o, incluso, masas de migrantes intentando entrar a un país. El fondo de inversión The Insight Partners prevé un auge en estas armas, jalonado por las compras de los cuerpos policiales, de cuerpos judiciales o de control militarizados (como las agencias migratorias en Estados Unidos, según lo documenta este libro). Asegura que este mercado mundial valía seis mil millones de dólares en 2021 y, en 2028, se espera un crecimiento superior a nueve mil millones de dólares. Otro analista de este sector, Mordor Intelligence, tiene cifras más conservadoras, pero también prevé un aumento del 5 % en las cifras de este mercado mundial, que calcula será de casi seis mil millones de dólares para 2028. Este último cita como una novedad, muy reveladora, que gases no letales, como el PAVA y el gas pimienta, se están utilizando en guerras internacionales.


     


    Tabla 5. Gasto público por país (2017-2021)


     


    
      
        

        

        
      

      
        
          	
            País

          

          	
            2017-2021 (USD)

          

          	
            Fuente de información

          
        

      

      
        
          	
            Argentina

          

          	
            13 661 860

          

          	
            Licitaciones públicas del Ministerio de Seguridad de la Nación obtenidas vía información pública. Los datos incluyen equipo de protección antidisturbios como chalecos, protectores, entre otros.

          
        


        
          	
            Bolivia

          

          	
            1 005 984

          

          	
            Datos del Instituto Nacional de Estadística de Bolivia y de importaciones obtenidas vía Veritrade. A partir de noviembre 2018, la Aduana Nacional ya no identifica a los importadores, por lo que se pierde el rastro de importaciones del Estado.

          
        


        
          	
            Brasil

          

          	
            30 394 820

          

          	
            Datos obtenidos a través de los portales de acceso a la información el 19 estados, el Distrito Federal y el gobierno federal de Brasil.

          
        


        
          	
            Chile

          

          	
            18 941 942

          

          	
            Carabineros de Chile, información obtenida vía información pública.

          
        


        
          	
            Colombia

          

          	
            25 178 971

          

          	
            Datos obtenidos a través del Sistema Electrónico para la Contratación Pública (SECOP).

          
        


        
          	
            Ecuador

          

          	
            8 144 426

          

          	
            Datos obtenidos a través del Servicio Nacional de Contratación Pública del Ecuador.

          
        


        
          	
            Guatemala

          

          	
            5 456 155

          

          	
            Datos obtenidos a través del Sistema de Información de Contrataciones y Adquisiciones del Estado - Guatecompras.

          
        


        
          	
            México

          

          	
            10 165 494

          

          	
            624 697 dólares corresponden a compras hechas por el gobierno de la Ciudad de México, con información obtenida vía acceso a la información pública. El monto restante (nueve millones quinientos mil dólares), a importaciones de la Secretaría de Defensa Nacional, según datos vía Veritrade.

          
        

      
    




    Fuente: CLIP, con base en recolección de datos de sus aliados. Editora de datos: Mago Torres.


     


    No incluimos a Venezuela en este análisis porque, con un régimen autoritario cada vez más cerrado, las cifras que se conocen son pocas o datan de años atrás. Aun así pudimos encontrar allí compras exorbitantes en comparación con las de sus vecinos. En 2012, el entonces comandante de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana aseguró que habían gastado quinientos millones de dólares en armas, fornituras y trajes antimovilizaciones ciudadanas.


    En Estados Unidos, la Agencia de Aduanas y Protección Fronteriza (Customs and Border Patrol) quintuplicó el gasto en armas no letales. Solo en 2018 llegó a pagar once millones ochocientos mil dólares, el mayor gasto en equipo no letal en casi una década.


    Con todo y las crecientes compras de armas no letales, en ocasiones los gobiernos temieron no contar con las armas suficientes para enfrentar las protestas que se avecinaban y acudieron a gobiernos con afinidad ideológica. Así, la Argentina de Macri le prestó armas a la Bolivia de Jeanine Áñez para ayudar a reprimir a los seguidores de Evo Morales, como lo ilustra este libro con una historieta. El entonces presidente ecuatoriano Lenín Moreno también acudió con ayuda en armas para ese gobierno boliviano. Colombia y Perú le prestaron armas a Ecuador en un momento crítico.


    Las policías de los países latinoamericanos colaboran entre sí legal y abiertamente para poder proteger mejor a sus ciudadanos en caso de emergencias o crisis. Lo hacen mediante convenios existentes como el de la Comunidad de Policías de América (Ameripol), establecida en 2007, según informaron las fuentes policiales. Pero entregar armas en tiempos de alta volatilidad política para que otro reprima sin tener el control de cómo se van a usar esas armas y correr así el riesgo de contribuir indirectamente a la muerte de civiles, como de hecho ocurrieron en Bolivia y en Ecuador, es algo bien opuesto a la idea de salvaguardar a los ciudadanos.


    Los proveedores


    Esta investigación encontró que entre los principales proveedores de equipos antidisturbios y armas menos letales en los países analizados están la empresa brasileña Condor Tecnologias Não-Letais, las estadounidenses Combined Systems, NonLethal Technologies y Defense Technologies (una empresa de Cadre Holdings, dueña a su vez de Safariland), así como probablemente (aunque no se conoce la información oficial) China North Industry Corp (Norinco), a juzgar por las mencionadas ventas a Venezuela de unos años atrás.


    Como lo contarán en detalle en este libro, los periodistas de Brasil pudieron establecer que las fuerzas públicas usaron productos de Condor para contener manifestaciones en Chile, Ecuador, Bolivia, Guatemala y Venezuela. Esta empresa, fundada en 1985, tiene sede en Nova Iguaçu, un municipio de la región metropolitana de Río de Janeiro. Según los datos abiertos del Ministerio de Desarrollo, Industria y Comercio Exterior, Universo Online (UOL) pudo establecer que Nova Iguaçu exportó en «equipos de seguridad y orden público» (es decir, balas de goma, granadas de gas y otros) un total de ocho millones ochocientos mil dólares a doce países latinoamericanos, a partir de 2018.


    De las empresas estadounidenses, la que tiene el mayor mercado en América Latina, sobre todo en Centroamérica y México, es Combined Systems, según dijo en una extensa y valiosa entrevista que nos dio el experto Daniel Gómez Tagle, que fue representante comercial de esa y otras empresas para México. Le siguen NonLethal Technologies y las empresas hoy agrupadas bajo Cadre Holdings.


    Compiten también en el mercado firmas más pequeñas y a veces menos transparentes. Sangaria Limited, por ejemplo, que proveyó en 2020 alrededor de setecientos mil dólares en cartuchos de gases lacrimógenos a los Carabineros de Chile, parece no existir; incluso su representante comercial dijo que no recordaba cuál era el país de origen, que le parecía que era Bosnia, país balcánico en el que no figura ningún registro comercial. El segundo mejor cliente de Aardvark Tactical, firma proveedora de equipos antimotines con sede en La Verne, California, es la agencia estadounidense de Aduanas y Protección Fronteriza. Esta firma consiguió contratos por casi sesenta y dos millones de dólares entre los años 2014 y 2022 con esta agencia. De ese monto, cerca del 70 % ha sido para la compra de armas tipo taser, o de electrochoque, y equipo para estos dispositivos.


    Los intermediarios


    Casi siempre hay intermediación en estas ventas a los Estados y los negocios suelen ser opacos, pues no solo es imposible (Venezuela) o muy difícil (Ecuador y Bolivia) obtener información completa de parte de los gobiernos, sino que además las comercializadoras casi nunca acceden a hablar sobre cómo funcionan.


    Algunas mantienen virtuales monopolios de la contratación pública, como la firma Tactical Group, en Guatemala, que ha vendido a las entidades públicas de ese país casi veintidós millones de dólares en equipos no letales y ha ganado licitaciones aun cuando presenta la oferta más cara. En Argentina, Automation Systems, la empresa de un oficial condenado por ser jefe de una asociación ilícita que secuestró, torturó y asesinó a veintitrés personas bajo la dictadura militar de los años setenta, ganó treinta y un contratos con el Estado, una docena de ellos directos. Cuando el oficial fue sentenciado a cadena perpetua por esta violación grave a los derechos humanos, la empresa pasó a manos de su hijo y siguió ganando licitaciones.


    La empresa Lynx, en Bolivia, figura como proveedor activo del Estado de productos de seguridad y defensa, incluidos varios no letales, pero la dirección que registra de su sede central no existe.


    En Colombia, a pesar de múltiples pesquisas por posibles falsedades e irregularidades, como presentar distintas empresas suyas a una misma licitación, los dueños de Imdicol siguen proveyendo de armas no letales al Estado, según documentó la revista Cambio de ese país.


    En Chile, cuando crecieron las protestas llegaron los oportunistas. Así, una empresa vendedora de implantes auditivos vendió gas pimienta por cuatrocientos mil dólares y otra, Mir y Cruz, de un agrónomo y una veterinaria, vendió dos millones doscientos mil dólares en cartuchos de lacrimógenas, munición bean bag (cartuchos que contienen una bolsita rellena de perdigones, que se dispara como munición normal de escopeta) y granadas de humo blanco, entre otras.


    En Ecuador, un distribuidor de la empresa colombiana Imdicol, Juan Francisco Herdoíza, vendió «trajes robocop» para la Policía antidisturbios a 2467 dólares cada uno, cuando otras compras de trajes similares se hicieron entre 357 y 1557 dólares por unidad.


    En ocasiones se han descubierto tramas corruptas que involucran a los intermediarios y a funcionarios del Estado, como son los casos que relatan los colegas en este libro. Arturo Murillo, recién posesionado como ministro en el gobierno transitorio de Jeanine Áñez, consiguió meter a sus amigos de años de Bravo Tactical Solutions para que esta intermediara en una venta de bombas lacrimógenas al Estado y poder así desviar dos millones trescientos mil dólares a sus bolsillos.


    ¿Por qué se vuelven armas peligrosas?


    Son varias las causas que explican por qué de la teoría, de una contención segura de protestas usando armas no letales y equipos antimotines, pasamos en América Latina a ser testigos de una práctica de represión violenta que está dejando muertos y heridos de gravedad.


    A un asunto que es de seguridad pública y de máximo interés ciudadano parece moverlo una lógica meramente comercial de maximizar ventas y ampliar mercados. Por eso es difícil entender por qué los gobiernos aceptan la lógica del secreto comercial para equipos que van a sacar a la calle, donde millones de ciudadanos pueden resultar afectados. Es más, gobiernos como el del Ecuador han dicho que es un asunto de seguridad nacional, pero al no tratarse de armas para perseguir criminales ni enfrentar tropas extranjeras, todo el comercio debería ser público y transparente.


    Tampoco hay regulaciones estrictas sobre quiénes pueden participar en el negocio y, según la «cosecha» de protestas, dependiendo de las conexiones que tengan con los gobiernos, las firmas comercializadoras consiguen entrar al mercado sin importar si han sido criminales o son unos improvisados oportunistas.


    «En Latinoamérica se compran volúmenes de municiones (mil municiones de un solo tipo) y nadie averigua, nadie les explica y tampoco documentan cómo funciona esa munición», les dijo el conocedor de la industria, Gómez Tagle, a los periodistas. «Por eso es que el policía de a pie nunca termina recibiendo el equipo que realmente necesita para la calle», explica.


    Además de comprar mal, y no saber bien para qué sirve el equipo que usan o cuál es su alcance, ni los países ni las empresas están entrenando suficientemente bien a los policías que los usarán. En Popayán, una ciudad intermedia al suroccidente de Colombia, en videos de abril de 2021, se ve cómo los policías accionan el lanzador múltiple de proyectiles Venom, desde el piso, haciendo que las granadas vuelen con menor ángulo, prácticamente de forma horizontal, y poniendo con ello en riesgo a las personas, cuando la compañía recomienda que se dispare montado en un vehículo.


    Por esos mismos días en que los policías ensayaban la Venom en Popayán, un investigador social colombiano, cuyo nombre se reserva por motivos de seguridad, entrevistó a policías en Cali. Estaban lidiando con protestas en las que se habían infiltrado sujetos violentos. Los agentes le contaron que debieron hacer turnos de treinta y seis o más horas, sin dormir y sin comer, y que salían a la calle exhaustos e irritados.


    Carlos Manuel Cruz, quien perdió su ojo izquierdo por una bomba lacrimógena que le arrojaron a la cara, había trabajado como Policía municipal en Guatemala y le habían enseñado que jamás se apunta este tipo de munición a ras de los cuerpos. Pero, según dijo el 21 de noviembre de 2020, «ellos, la Policía, tiraron a matar. No lanzaron al aire las bombas lacrimógenas, sino contra las personas directamente». Su historia se repite en todas las víctimas que entrevistamos.


    En el papel puede haber una regulación adecuada. En Venezuela son varias las normas que proscriben el uso de armas de fuego y sustancias tóxicas en el control de manifestaciones pacíficas y prescriben que la fuerza se use solo cuando sea necesaria, siempre en la proporción y la medida que se vaya necesitando. No obstante, según los datos del Observatorio Venezolano de la Conflictividad Social, hubo doscientos cuarenta y ocho muertes en las decenas de miles de protestas contra el gobierno entre 2017 y 2021. El 2017 fue particularmente sangriento, con ciento sesenta víctimas fatales como saldo de las protestas. Es importante aclarar que estas cifras no corresponden solo a víctimas de armas no letales, sino también de armas de fuego. Según el Monitor de la Fuerza Letal, realizado por centros de investigación de varios países de la región en 2022, en Venezuela el 33 % de los homicidios intencionales los cometió la fuerza pública.


    En Estados Unidos, oficinas de control y vigilancia y organizaciones civiles no solo han constatado el uso por parte de los agentes fronterizos de dispositivos no permitidos para detener a los inmigrantes sino que además no siempre cuentan con la capacitación debida para portar armas menos letales. «La cultura del abuso y maltrato ha sido parte del desarrollo de la agencia de Patrulla Fronteriza, independientemente de quién esté en la Casa Blanca», dijo Pedro Río, director del programa de American Friends Service Committee que documenta desde hace quince años abusos en la frontera sur.


    En México, desde comienzos de 2019, la Ley de Uso de Fuerza dice que «por ningún motivo se podrá hacer uso de armas (de fuego, letales o menos letales) contra quienes participen en manifestaciones o reuniones públicas pacíficas con objeto lícito». Sin embargo, cada vez que el movimiento feminista protesta en la capital del país, las organizaciones de defensa de los derechos de la mujer y las manifestantes denuncian el uso de esos equipos para dispersarlas.


    En las calles del municipio de Chacao, Distrito Metropolitano de Caracas, en Venezuela, manifestantes, académicos y activistas también recogieron cartuchos lacrimógenos en mal estado, algunos de los cuales no explotaban como deberían o su fecha de vencimiento estaba caducada. Estos proyectiles fueron disparados por miles cada día para detener las protestas antigubernamentales de 2017. Anna Feigenbaum, profesora de la universidad británica de Bournemouth que ha investigado durante años los efectos para la salud de las bombas lacrimógenas, sostiene que estas municiones vencidas pueden explotar a destiempo y causar incendios. Sin embargo, en Ecuador, la exministra María Paula Romo declaró en su momento que usaron «bombas que estaban caducadas [porque] estábamos en medio de una emergencia y había que usar lo que teníamos a la mano». Además, aseguró que esas bombas caducadas no son más perjudiciales sino menos efectivas, como si se tratara de una soda a la que se le fue el gas. Una resolución de la Asamblea Nacional la enjuició, la censuró y la destituyó por un año, entre otras razones, por el uso de gas lacrimógeno caducado.


    También esta investigación encontró casos de ventas de armas defectuosas. Algunos modelos de armas no letales vendidas en Brasil y que, según la propia empresa Condor, igualmente se habrían vendido en el extranjero, fallaron las pruebas técnicas con las que la Policía Militar de São Paulo evalúa si son adecuadas y seguras, según reportes de esa entidad. Ante el hallazgo, Condor respondió que no vende armas defectuosas y explicó que personaliza sus municiones según las solicitudes de los clientes.


    A este comercio y uso de armas no letales dejado en manos del mercado en América Latina, aunque se trata de la seguridad de los ciudadanos y de la protección de su derecho a protestar pacíficamente, lo circunda una cultura policial que suele ver a quien protesta como un enemigo público. O, mínimo, como una disrupción malintencionada que hay que castigar.


    Aunque en la mayoría de las historias de este libro se revelan estas prácticas agresivas de la Policía, en ninguna es tan evidente como en aquella que cuenta cómo policías de León, Guanajuato y Tuxtla Gutiérrez, en México, detuvieron a manifestantes de las marchas feministas del 8 de marzo, las esposaron y les dieron vueltas por horas en patrullas, mientras las golpeaban y aterrorizaban anunciándoles lo que les iban a hacer para castigarlas por atreverse a salir.


    Gobiernos que parecen comprar lo que les vendan, sin conocimiento técnico de cómo pueden equipar mejor a la Policía para proteger a los ciudadanos y a sus agentes en diversas circunstancias, climas, alturas y ante fuerzas variables. Actores del negocio que ocultan información clave en un juego en el que abundan las fichas turbias. Policías que no saben qué armas tienen, ni siguen instrucciones del fabricante, ni las leyes nacionales. Armas caducadas, defectuosas, inadecuadas. Una cultura policial que concibe a la protesta como un delito que debe sancionarse. El resultado de este panorama es: doscientas tres víctimas de armas no letales, muertas o con heridas que trastocaron sus vidas para siempre. Algunas de esas familias heridas en Brasil o en Chile, consiguieron alguna indemnización o que los responsables fueran a juicio o pagaran condenas, pero la mayoría jamás le vio otra cara a su Estado que no fuera la más feroz de la represión. Ni reparación, ni justicia.


    Como una avestruz, los Estados aparentan que las armas no letales se están usando como indican los manuales de las proveedoras que les cabildean y como manda la letra de la ley. La realidad de la calle es otra. Gobiernos de varias tendencias ideológicas ceden a una presión comercial que encaja con sus necesidades de silenciar a quienes exigen, en todo su derecho, una vida mejor, sobre todo cuando no pueden o no quieren dársela.


    Mucho tendrá que cambiar para que el negocio de la represión en América Latina se transforme en el negocio de la protección de la protesta ciudadana.


    
      
        1 Este libro se basa en “El negocio de la represión”, una publicación multimedia de 2022 del Centro Latinoamericano de Investigación Periodística (CLIP), en colaboración con Animal Político, de México; Cerosetenta, de Colombia; El Deber, de Bolivia; Efecto Cocuyo, de Venezuela; El País América; El Universo, de Ecuador; Interferencia, de Chile; No Ficción, de Guatemala; Noticias Telemundo, de Estados Unidos; Revista Anfibia, de Argentina y UOL, de Brasil. Contribuyó a la revisión legal, El Veinte.
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    Armas «no letales» fabricadas en Brasil dejan heridos en América Latina


    Juliana Dal Piva | José Dacau | Bárbara Libório | Naomi Matsui | Rubens Valente | Colaboración: Igor Mello | Carlos Madeiro


    Casi dos años antes de convertirse en la senadora más votada de Chile, la trabajadora y activista social Fabiola Campillai quedó ciega al ser impactada en el rostro por una granada de gas lacrimógeno lanzada por un policía de ese país, en 2019. Una investigación del Ministerio Público de Chile encontró documentos que indican que el carabinero responsable del ataque portaba ese día granadas tipo GL-203/L, fabricadas por la empresa brasileña Condor Tecnologias Não-Letais. Con estas pruebas y videos del momento de la agresión fue denunciado ante el Poder Judicial de Chile por causar lesiones muy graves y enfrenta de doce a quince años de prisión.


    La empresa brasileña Condor es una de las mayores exportadoras de armas «no letales» de toda América Latina. La munición del fabricante está presente en las protestas en varios países de la región. Pero antes de eso, la historia de la empresa se remonta a más de dos décadas vendiendo este tipo de armas a lugares tan variados como Argelia, Baréin, Turquía o Haití, donde los ciudadanos protestaron por cuenta de múltiples reclamos sociales.


    La propaganda de la industria armamentística en torno a las «armas no letales» afirma que estos artefactos «salvarían vidas» si se utilizaran en lugar de armas de fuego. Junto al gobierno federal de Brasil, este discurso ayuda a las empresas del sector a obtener ventajas económicas, como la eliminación de impuestos. Sin embargo, el marketing de empresas como Condor es desmentido por la realidad.


    Las «armas no letales» no solo han dejado heridos como Campillai. Hay quienes han muerto: esta investigación colaborativa sin precedentes muestra que al menos treinta y tres personas han muerto por impacto de este tipo de armas en siete países desde 2017. El total de heridos graves alcanza las ciento setenta personas. En Brasil, fueron trece muertos y diez heridos graves.


    Y, aunque otras empresas también operan en el sector, la brasileña Condor es la que tiene una de las mayores presencias en este mercado en América Latina. Chile, por ejemplo, gastó un total de cinco millones seiscientos mil dólares en bombas lacrimógenas entre 2019 y 2021. De esto, cuatro millones cien mil dólares se gastaron en municiones de gas lacrimógeno adquiridas a Condor. Los productos de la empresa también estuvieron presentes en protestas en Bolivia, Guatemala, Venezuela y Ecuador.


    Documentos descubiertos por esta investigación periodística también muestran que algunos modelos de armas vendidas en Brasil y que, según la propia Condor, también serían vendidas en el extranjero, fallaron las pruebas para evaluar un estándar técnico considerado adecuado y seguro por la Policía Militar de São Paulo. El mismo modelo de granada señalado en el caso de la senadora chilena no fue aprobado por la corporación. Por eso, la Policía de São Paulo creó un proceso administrativo para devolver las armas.


    El ejército brasileño, responsable de supervisar las exportaciones de armas, dijo a este consorcio de medios que no está al tanto de las diferencias en los estándares. A pesar de lo señalado por la Policía de São Paulo, Condor dijo, en respuesta a una solicitud de información, que no vende armas defectuosas, aunque admitió que personaliza sus municiones según las solicitudes de los clientes.


    Armas desaprobadas


    Con base en una referencia cruzada de datos, entre los tipos de armas utilizadas en las pruebas realizadas por la Policía Militar de São Paulo y los procesos judiciales de las víctimas de «armas no letales», fue posible descubrir que una granada desaprobada en São Paulo, el modelo GL-203/L, es el mismo que portaba el policía que atacó a la senadora chilena Fabiola Campillai en 2019.


    En 2020, la Policía Militar de São Paulo desaprobó ciento cincuenta mil balas de goma y también lotes con cinco tipos diferentes de un total de setenta granadas aturdidoras o de gas. Mediante el acceso al proceso administrativo, obtenido a través de la Ley de Acceso a la Información, este consorcio pudo comprobar que, tras una serie de pruebas, el Centro de Material Militar de la Policía Militar de São Paulo estableció que las armas se fabricaban fuera de las especificaciones técnicas consideradas como seguras y adecuadas por la Policía Militar.


    Además, en la prueba de campo, una de las granadas realizó un corte en el cuello de uno de los agentes que participó en la evaluación, que fue considerado como grave por la institución.


    En diciembre de 2020, la Policía optó por rescindir unilateralmente el contrato y devolver toda la munición al fabricante. En los documentos del proceso administrativo de la Policía de São Paulo se pudo verificar que la propia Condor admitió que los motivos de la preocupación del gobierno paulista provenían de los cientos de personas cegadas por balas de goma en Chile.

     

    
      Gráfico 1. Monto de los negocios de Condor en Brasil, por estado (en reales)
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      Fuente: Sitios de Transparencia de los estados y gobierno federal de Brasil

    


     


    Esta investigación constató que otros diecisiete estados de Brasil utilizan los mismos modelos que no pasaron las pruebas en São Paulo. Son ellos: Acre, Alagoas, Amazonas, Ceará, Goiás, Mato Grosso, Mato Grosso do Sul, Minas Gerais, Pará, Paraná, Rio de Janeiro, Rio Grande do Sul, Sergipe, Pernambuco, Rondônia, Santa Catarina y Espirito Santo.


    Las granadas del modelo GL/203-L de Condor también aparecieron en Colombia en mayo de 2021. En ese momento, la Policía Nacional de Ecuador devolvió un préstamo de armas no letales de fabricación estadounidense, que le había enviado la Policía colombiana en octubre de 2019, cuando el gobierno de Lenín Moreno enfrentaba una oleada de protestas. Solo que, al devolver el préstamo año y medio después, Ecuador lo hizo con municiones de marca Condor, incluyendo un número sin determinar del modelo GL/203-L.


    Negociaciones de armas en la pandemia


    Al comienzo de la pandemia, la Policía Militar de São Paulo decidió reforzar sus existencias de «munición no letal», de manera que inició negociaciones con Condor, el 23 de marzo de 2020. Según los documentos de negociación, el importe total negociado fue de veintiún millones de reales (cuatro millones doscientos mil dólares).


    En la propuesta de compra de las armas, la Policía Militar de São Paulo describió que el estado tenía el mayor número de infectados de covid-19 y que «ya se estaban registrando casos de saqueos y robos». Debido a la urgencia, buscó cerrar el negocio por la vía de la inexigibilidad, que es cuando no es posible competir a través de una licitación pública debido a la exclusividad del producto o a la falta de competidores.


    Así, a finales de abril de 2020, aparece en el proceso administrativo de la Policía Militar de São Paulo que Condor envió una carta de intención de venta, pero la Policía de São Paulo se negó porque identificó diferencias de estándar, un aumento en los precios negociados previamente y también un plazo de sesenta días para entregar los productos, cuando la institución no quería esperar.


    Las negociaciones continuaron. El 1° de junio, Condor volvió a responder y dijo que las municiones eran «productos de exportación, con diferencias respecto al estándar habitualmente aceptado en Brasil y por la Policía Militar de São Paulo». La empresa citó una reunión el 27 de mayo de 2020 con representantes de Condor y de la Policía Militar en la que la empresa habría dicho que entendía las razones de la negativa, pero subrayó que, con la negativa de la Policía Militar de São Paulo, «dichos productos fueron finalmente liberados para su suministro a clientes internacionales y ya no están disponibles».


    Después de este informe de Condor, en junio de 2020, la Policía aceptó parcialmente una nueva propuesta de la empresa y enumeró los productos que quería comprar, entre los cuales figuraban ciento cincuenta mil balas de goma y diferentes tipos de granadas de gas.


    Pasaron algunas semanas y la Policía Militar probó el material entregado por Condor. El 11 de agosto se entregó un informe sobre las pruebas de recepción de balas de goma modelo AM-403/P. La Policía Militar evaluó el material y elaboró un informe en el que señalaba varias irregularidades en esta munición y descalificaba el lote, exigiendo, mediante notificación, que Condor lo sustituyera en un plazo de quince días.


    Según el teniente Murilo Frigeri, las balas de goma eran irregulares en relación con la velocidad alcanzada, el peso y la longitud, y también tenían corrosión en la espoleta. Los policías también informaron que los traumas verificados fueron superiores a lo descrito en la patente de la munición producida exclusivamente por Condor, «no cumpliendo así con los criterios de confianza y fiabilidad estipulados por el propio fabricante». En otras palabras, producían heridas mayores a lo esperado.


    Diez días más tarde, el 21 de agosto, la Policía Militar hizo pruebas con las granadas de gas y estas también quedaron descalificadas. Los modelos de munición GL-300/T, GL-300/TH y GL-203/L se consideraron como no aptos. La Policía solicitó la sustitución de las granadas GL-300/TH y GL-203/L en un plazo de quince días y decidió realizar una nueva inspección de las granadas GL-300/T y, una vez más, todas se inhabilitaron.


    Las tres presentaban problemas de peso y tenían «abolladuras» (término técnico para referirse a las marcas que muestran el material en mal estado). Expertos en armas consultados por este consorcio dijeron, de forma anónima, que la identificación de estas «abolladuras» es importante porque, eventualmente, pueden generar un aumento de la presión interna de las granadas e incluso provocar alguna ruptura o fuga.


    La Policía también hizo pruebas de campo con la GL-307, en septiembre y octubre del 2020. Según el informe, se comprobó que las granadas de este tipo tenían «un diámetro ligeramente superior a las tolerancias descritas en las especificaciones técnicas», que el tiempo medio de retardo era superior al permitido y que algunas muestras lanzaban fragmentos a distancias superiores al límite de seguridad especificado por la empresa, es decir, diez metros.


    Se realizó una nueva prueba y se volvieron a encontrar los mismos resultados. «Todas las muestras proyectaron fragmentos a más de 10 metros del lugar de la explosión, y el fragmento de la muestra ‘3’ golpeó la cara del Cb PM Rómulo [Thiago de Azedino] durante las pruebas, que tuvo que ser llevado al Hospital de la Policía Militar», señaló el informe. Y concluyó: «El accidente del Cb PM Rómulo demostró que los fragmentos resultantes de la explosión de la granada pueden causar lesiones graves».


    En el caso de las pruebas con las granadas GL-201, la Policía Militar identificó en el informe que también estas tenían un «tiempo de retardo», una referencia al intervalo previo a la explosión, más largo de lo requerido. La Policía explicó por qué esto es un problema: «Hace posible que los opositores a la acción policial lancen las granadas en dirección a los agentes de Policía o muy lejos, haciendo potencialmente imposible cualquier vía de escape». Otro problema verificado fue que la granada no alcanzó la distancia prevista, lo que perjudica, en la evaluación de la Policía Militar, la «planificación de la operación, porque puede llevar a la turba a direcciones no deseadas u obstruir una ruta de escape, llevando a la multitud al pánico y a aglomeraciones no deseadas, generando atropellos, violencia excesiva, lesiones graves y muerte».


    La empresa volvió a decir que las especificaciones que exigía la Policía Militar de São Paulo no se habían cumplido debido a las prisas en la adquisición al principio de la negociación y que el material se ajustaba a las peticiones de sus clientes internacionales. La Policía Militar de São Paulo no aceptó las justificaciones, diciendo que se veía obligada a operar en una situación de control de su material, por la seguridad de los policías.


    Finalmente, en diciembre de 2020, la Policía Militar de São Paulo decidió rescindir unilateralmente el contrato y devolver todo el material. En ese momento también se informó que la Policía pretendía devolver un total de ciento veinticinco mil balas de goma adquiridas en años anteriores junto con los lotes rechazados. Así, se devolvieron doscientos setenta y cinco mil artefactos de este tipo.


    Tras recibir notificación de la decisión, Condor presentó recursos para anular el cese del contrato. El 16 de junio de 2021, el CEO de Condor, Carlos Erane Aguiar, envió una carta al Comando de la Policía Militar de São Paulo para intentar nuevas pruebas en las armas. En su momento, él mismo escribió que la Policía era más cautelosa con la munición debido a los cientos de personas que quedaron ciegas por balas de goma en las protestas de Chile. «Se instaló un proceso sancionatorio para investigar posibles problemas con la munición de impacto controlado de 12 guches de Condor. Al respecto, es importante mencionar que Condor no es proveedor de municiones de impacto controlado a Chile, habiendo suministrado otro tipo de tecnologías no letales. Además, Chile utiliza municiones de impacto controlado muy diferentes a las que produce Condor, incluyendo metales pesados en su composición», escribió Erane.


    Así, a lo largo de 2021, la empresa y la Policía Militar de São Paulo negociaron la sustitución de las armas por una nueva munición que se probó a principios de 2022. Sin embargo, hasta ahora solo las nuevas balas de goma AM-403/P, producidas con mejoras, según Condor, han sido aprobadas por la Policía. Las granadas de gas volvieron a vetarse tras las pruebas realizadas en Rio de Janeiro.


    Buscamos a los policías que participaron en la elaboración de los informes, pero estos no quisieron hablar del episodio. También intentamos entrevistar al cabo Rômulo Thiago de Azedino, herido durante las pruebas de 2020, pero se negó a hacer comentarios.


    Al verificar los problemas de las armas de Condor, encontramos que en el Tribunal de Justicia de São Paulo hubo otros casos de problemas con las armas de Condor. Un episodio ocurrió el 20 de febrero de 2019, con un aerosol GL-108, también fabricado por la empresa, que estaba en la mochila del policía paulista Dauri Faria, en Caçapava, interior de São Paulo. El aerosol explotó por sí solo dentro de la mochila del oficial fuera de servicio en su casa y provocó que su familia quedara expuesta al gas. Incluida su hija, una bebé de cinco meses.


    En Brasil, en 2021, un hombre quedó ciego en Recife, Pernambuco, tras ser alcanzado, según la investigación de ese estado, por una bala de goma AM-403/P, el mismo modelo devuelto por la Policía de São Paulo a Condor.


    «Lo que este caso concreto expone es que también hay graves problemas para probar la seguridad de estos materiales», dice el gerente del Instituto Sou da Paz y experto en armas de fuego, Bruno Langeani. «La Policía Militar de São Paulo es uno de los cuerpos policiales más estructurados del país, y cuenta con un órgano para hacer pliegos de condiciones, licitar y probar los productos que compra con mucho rigor, pero estos productos se están vendiendo a todo tipo de órganos, incluidas guardias municipales y guardias de prisiones, con muy poca estructura para elegir los productos, probarlos y entrenarse en su uso. Por ello, el caso de la Policía Militar debería generar una investigación más profunda por parte del Ejército en varios lotes suministrados por Condor», señala Langeani, quien también es analista de datos para el think tank Conflict Armament Research.


    En respuesta escrita, en 2022, el Ejército informó que acompaña el proceso de exportación de conformidad con la Ordenanza 1729, del 29 de octubre de 2019. «Los requisitos técnicos para asegurar la calidad y confiabilidad son acreditados durante el proceso de Certificación de Conformidad que realizan los Organismos Certificadores, asignado por el Ejército», informó la institución.


    El Ejército señala que no tiene conocimiento de las diferencias en los estándares de armas de Condor. «Cabe señalar que, en caso de que existan indicios de incumplimiento del producto controlado con las especificaciones técnicas determinadas por el Ejército Brasileño, se debe iniciar un Proceso Administrativo Sancionador (PAS) para investigar los hechos y aplicar las sanciones correspondientes», aclaró.


    A pesar de contactar a la Policía Militar de São Paulo en tres ocasiones, fue imposible obtener alguna respuesta.


    Lo que dice la empresa Condor


    En un comunicado, Condor le dijo a este consorcio que «nunca ha vendido productos defectuosos». La empresa afirma tener «más de treinta años de buen servicio prestado en Brasil y en todo el mundo» y añadió que «investigamos tecnologías apropiadas para que la fuerza pueda ser utilizada de manera proporcionada y razonable por quienes tienen la legitimidad para hacerlo, en línea con los dictados de las Naciones Unidas en cuanto a la Doctrina del Uso Proporcional de la Fuerza».
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